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W. ARTÍCULO 20 (RENUMERADO AHORA
ARTÍCULO 26): INFORMES

El Artículo 20 se enmienda como sigue:
1. Las Partes Contratantes transmitirán a la Orga-

nización informes sobre:
a) las medidas jurídicas, administrativas o de otra

índole que hayan adoptado para la aplicación del pre-
sente Convenio, sus Protocolos y las recomendaciones
adoptadas en sus reuniones;

b) la eficacia de las medidas a que se hace refe-
rencia en el apartado a) y los problemas con que se
ha tropezado en la aplicación de los instrumentos más
arriba mencionados.

2. Los informes se presentarán en la forma y a los
intervalos que puedan determinar las Partes Contratan-
tes en sus reuniones.

X. ARTÍCULO 21 (RENUMERADO AHORA
ARTÍCULO 27): CONTROL DE LA APLICACIÓN

El artículo 21 se enmienda como sigue:
Las Partes Contratantes evaluarán en sus reuniones,

sobre la base de los informes periódicos a que se hace
referencia en el artículo 20 y de cualquier otro informe
presentado por las Partes Contratantes, el cumplimiento
del Convenio y de los Protocolos así como las medidas
y recomendaciones. Recomendarán, cuando proceda, las
medidas necesarias para el pleno cumplimiento del pre-
sente Convenio y de los Protocolos y para promover
la aplicación de las decisiones y recomendaciones.

Los Artículos 10, 16, 17, 19, 22, 23, 24, 25, 26,
27, 28 y 29 se renumeran y pasan a ser los Artículos
12, 22, 23, 25, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34 y 35 res-
pectivamente.

Hecho en Barcelona el 10 de junio de 1995.

ESTADOS PARTE

Manifestación
consentimientoFirma E. vigor

Albania . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 26- 7-2001 AC 9-7-2004
Argelia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9- 6-2004 AC 9-7-2004
Comunidad Europea (CE) . 12-11-1999 AC 9-7-2004
Croacia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3- 5-1999 AC 9-7-2004
Chipre . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 18- 7-2003 AC 9-7-2004
Egipto . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 11- 2-2000 AC 9-7-2004
Eslovenia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8- 1-2003 AD 9-7-2004
España . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 17- 2-1999 AC 9-7-2004
Francia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 29- 3-2001 AP 9-7-2004
Grecia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10- 3-2004 AP 9-7-2004
Italia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7- 9-1999 AC 9-7-2004
Malta . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 28-10-1999 AC 9-7-2004
Mónaco . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 11- 4-1997 AC 9-7-2004
República Árabe Siria . . . . . 10-10-2003 AD 9-7-2004
Túnez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1- 6-1998 AC 9-7-2004
Turquía . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 18- 9-2002 AC 9-7-2004

Las presentes Enmiendas entran en vigor, de forma
general y para España el 9 de julio de 2004, en virtud
del artículo 27 del Convenio para la Protección del Mar
Mediterráneo contra la contaminación, hecho en Bar-
celona el 16 de febrero de 1976 («Boletín Oficial del
Estado» de 21 de febrero de 1978, número 44).

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 7 de julio de 2004.—El Secretario general

técnico, Ignacio Matellanes Martínez.

MINISTERIO
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

13413 RESOLUCIÓN 2/2004, de 16 de julio, de la
Dirección General de Tributos, relativa a la
responsabilidad de los contratistas o subcon-
tratistas regulada en el artículo 43 de la Ley
58/2003, de 17 de diciembre, General Tri-
butaria.

I

La Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tri-
butaria (BOE del 18 de diciembre), introduce determi-
nadas novedades en la regulación de la responsabilidad
en el ámbito tributario, creando un supuesto, regulado
en su artículo 43, apartado 1, letra f), referido a la que
eventualmente podrá exigirse a «las personas o entida-
des que contraten o subcontraten la ejecución de obras
o la prestación de servicios correspondientes a su acti-
vidad económica principal, por las obligaciones tribu-
tarias relativas a tributos que deban repercutirse o can-
tidades que deban retenerse a trabajadores, profesio-
nales u otros empresarios, en la parte que corresponda
a las obras o servicios objeto de la contratación o sub-
contratación».

Lo novedoso del artículo de referencia, unido al hecho
de su entrada en vigor el 1 de julio de 2004, hace nece-
saria la interpretación de determinados aspectos de
aquél, en orden a posibilitar su adecuada aplicación,
garantizando, de un lado, la satisfacción del interés públi-
co y, de otro, la seguridad jurídica de los contribuyentes,
a la par que el normal desenvolvimiento de la actividad
económica en los sectores especialmente afectados por
el precepto.

Por su parte, el apartado 3 de la disposición transitoria
primera de la Ley 58/2003 establece que dicho supues-
to de responsabilidad no será de aplicación a las obras
o prestaciones de servicios contratadas o subcontratadas
y cuya ejecución o prestación se haya iniciado con ante-
rioridad a la entrada en vigor del citado texto legal.

En relación con lo anterior, se han planteado a este
Centro Directivo diversas cuestiones, que han suscitado
controversia en distintos ámbitos y sectores económicos,
que resulta conveniente resolver, a cuyo fin esta Direc-
ción General ha considerado oportuno dictar esta Reso-
lución.

Dichas cuestiones son, básicamente, de dos órdenes:
De carácter sustantivo, relativo al concepto de acti-

vidad económica principal.
De carácter procedimental, referente a la emisión del

certificado específico que se regula en la norma, y que
afecta a la falta de emisión del mismo en plazo por
parte de la Administración Tributaria y al particular tra-
tamiento que ha de darse a las personas o entidades
que inicien una actividad económica, respecto de las
cuales es preciso determinar qué ha de entenderse por
«encontrarse al corriente de sus obligaciones tributarias»
en relación con el citado certificado.

II

Como antecedentes en la legislación española en la
materia objeto de esta Resolución pueden citarse tanto
el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Traba-
jadores, aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1/1995, de 24 de marzo, como el texto refundido
de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por
el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de julio.
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En el primero de ellos, el artículo 42 señala:

«42. Subcontratación de obras o servicios.

1. Los empresarios que contraten o subcontraten
con otros la realización de obras o servicios correspon-
dientes a la propia actividad de aquéllos deberán com-
probar que dichos contratistas están al corriente en el
pago de las cuotas de la Seguridad Social (....).

2. (...) No habrá responsabilidad por los actos del
contratista (....) cuando el propietario de la obra o indus-
tria no contrate su realización por razón de una actividad
empresarial.

(...).»

Por su parte, el texto refundido de la Ley General
de la Seguridad Social establece en su artículo 127 lo
siguiente:

«127. Supuestos especiales de responsabilidad en
orden a las prestaciones.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 42
del Estatuto de los Trabajadores, para las contratas y
subcontratas de obras y servicios correspondientes a
la propia actividad del empresario contratante, cuando
un empresario haya sido declarado responsable, en todo
o en parte, del pago de una prestación, a tenor de lo
previsto en el artículo anterior, si la correspondiente obra
o industria estuviera contratada, el propietario de ésta
responderá de las obligaciones del empresario si el mis-
mo fuese declarado insolvente (...).»

También ha de citarse como antecedente jurídico en
la materia la doctrina sentada por los Tribunales en apli-
cación de los preceptos citados y, en particular, sobre
el concepto de «propia actividad» utilizado en éstos.

En concreto, el Tribunal Supremo (Sala de lo Social)
ha tenido ocasión de pronunciarse al respecto, entre
otras, en las Sentencias de 18 de enero de 1995 y
de 24 de noviembre de 1998, afirmándose en la primera
de ellas (fundamento de derecho segundo) que «si se
exige que las obras y servicios que se contratan o sub-
contratan deben corresponder a la propia actividad
empresarial del comitente, es porque el legislador está
pensando en una limitación razonable que excluya una
interpretación favorable a cualquier clase de actividad
empresarial. En consecuencia, como también ha reco-
nocido la doctrina mencionada, la solución a la proble-
mática apuntada sólo puede venir dada por el examen
cuidadoso y específico de cada supuesto concreto».

En la segunda Sentencia citada más arriba, en su
fundamento de derecho segundo, se contiene la siguien-
te precisión en relación con el concepto de propia acti-
vidad: «Caben en principio dos interpretaciones de dicho
concepto: a) la que entiende que propia actividad es
la actividad indispensable, de suerte que integrarán el
concepto, además de las que constituyen el ciclo de
producción de la empresa, todas aquellas que resultan
necesarias para la organización del trabajo; y b) la que
únicamente integra en el concepto las actividades inhe-
rentes, de modo que sólo las tareas que corresponden
al ciclo productivo de la empresa principal se entenderán
“propia actividad” de ella. En el primer caso, se incluyen
como propias las tareas complementarias. En el segundo,
estas labores no “nucleares” quedan excluidas del con-
cepto y, en consecuencia de la regulación del artícu-
lo 42 del Estatuto de los Trabajadores».

Al amparo de los antecedentes normativos citados
y en consideración a lo sentado por la jurisprudencia
expuesta, es ineludible concluir que el concepto «ac-
tividad económica principal» a que se refiere el artícu-
lo 43, apartado 1, letra f), de la Ley 58/2003, de 17
de diciembre, General Tributaria, ha de ser analizado

de manera singular en cada supuesto en el que even-
tualmente sea de aplicación el citado precepto, debiendo
utilizarse en su definición los conceptos de actividad pro-
pia e indispensable, sin que pueda excluirse a priori,
con carácter general, que dentro de dicho concepto de
«actividad económica principal» se incorporen las de
carácter complementario a las que integran el ciclo pro-
ductivo.

Por último, es preciso indicar que, en la determinación
de los presupuestos de hecho que deben concurrir para
que dicho precepto sea aplicable, habrá de tenerse en
cuenta, como complemento de lo anterior en la bús-
queda de la concreción en cada caso del alcance del
concepto «actividad económica principal» a que se ha
hecho referencia, el concepto de objeto social, como
definidor, a priori, de dicha actividad.

En relación con el concepto de objeto social es preciso
recordar que, como tiene declarado la Dirección General
de los Registros y del Notariado, la trascendencia del
objeto social justifica la exigencia legal de una precisa
determinación del ámbito de actividad en que debe
desenvolverse la actuación del nuevo ente (Resolución
de la DGRN de 25 de julio de 1992), debiendo tenerse
en cuenta que la determinación en el objeto social del
género incluye todas las especies y, salvo para su expresa
exclusión, no es necesaria su enumeración (Resolución
de la DGRN de 11 de octubre de 1993), pudiendo con-
cluirse que si bien la sociedad no puede realizar legal-
mente actividades que no aparezcan enumeradas en su
objeto social, sí puede llevar a cabo, de forma ocasional,
actos aislados no incluidos en aquél (Resolución de
la DGRN de 16 de octubre de 1964) En este sentido,
es doctrina consolidada que la dedicación de parte del
patrimonio de una sociedad a una actividad distinta de
la delimitada en su objeto puede ser calificada como
acto complementario o auxiliar y no necesariamente
como extralimitación de éste, en atención a las circuns-
tancias que concurran en el caso, estimándose que hay
que analizar el caso concreto para apreciar si existe o
no extralimitación del objeto social (Resolución de la
DGRN de 22 de julio de 1991).

III

El artículo 43, apartado 1, letra f), de la Ley General
Tributaria señala que la responsabilidad que regula «no
será exigible cuando el contratista o subcontratista haya
aportado al pagador un certificado específico de encon-
trarse al corriente de sus obligaciones tributarias emitido
a estos efectos por la Administración tributaria durante
los 12 meses anteriores al pago de cada factura corres-
pondiente a la contratación o subcontratación».

Añade el precepto que dicha emisión, o su denega-
ción, se producirá en el plazo de tres días desde su
solicitud por el contratista o subcontratista, debiendo
facilitar las copias del certificado que le sean propor-
cionadas. Dicha solicitud, por otra parte, podrá realizarse
con ocasión de la presentación de la declaración del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o del
Impuesto sobre Sociedades a que esté obligado, supues-
to en el que la emisión o denegación se producirá con
arreglo al procedimiento y en los plazos que se deter-
minen reglamentariamente.

Al haber entrado en vigor el precepto, y siendo nece-
sario un desarrollo reglamentario para el supuesto de
solicitud con ocasión de la presentación de las decla-
raciones señaladas más arriba, es aconsejable establecer
un mecanismo por el cual se protejan la seguridad jurí-
dica y la continuidad en el tráfico mercantil, en interés
del solicitante y de los destinatarios finales de dicho
certificado en aquellos supuestos en los que la Admi-
nistración no pueda realizar dicha emisión en el plazo
legalmente establecido de tres días.
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En tal sentido, el solicitante podrá entender provi-
sionalmente emitido el citado certificado a partir del día
siguiente al de finalización del plazo establecido por la
norma, a cuyo efecto tendrá derecho a obtener de la
Administración Tributaria una comunicación acreditativa
de tal circunstancia, que habrá de expedirse de forma
inmediata. La falta de emisión del certificado acreditada
por dicho documento tendrá eficacia frente al pagador
(comitente) y determinará la exoneración de responsa-
bilidad para el mencionado pagador, que figure en la
solicitud de certificado efectuada por el contratista o
subcontratista, que alcanzará al importe de los pagos
que se realicen durante el periodo de doce meses a
contar desde la referida solicitud.

IV

En relación con las personas o entidades que inicien
una actividad económica, respecto de las cuales no exis-
te una posibilidad efectiva de comprobación por parte
de la Administración Tributaria de su estado de cum-
plimiento en lo que se refiere a la obligación principal
definida en la Ley General Tributaria, la emisión del cer-
tificado específico se fundamentará en la comprobación
del cumplimiento de las obligaciones tributarias formales
inherentes a su creación y constitución.

Madrid, 16 de julio de 2004.—El Director General,
José Manuel de Bunes Ibarra.

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

13414 REAL DECRETO 1597/2004, de 2 de julio,
por el que se modifica el Real Decreto
1882/1994, de 16 de septiembre, por el que
se establecen las condiciones de sanidad ani-
mal aplicables a la puesta en el mercado de
animales y productos de la acuicultura.

El Real Decreto 1882/1994, de 16 de septiembre,
por el que se establecen las condiciones de sanidad
animal aplicables a la puesta en el mercado de animales
y productos de la acuicultura, incorpora a nuestro orde-
namiento la Directiva 91/67/CEE del Consejo, de 28
de enero de 1991, que establece los requisitos sanita-
rios aplicables al comercio de animales y productos de
la acuicultura, modificada por la Directiva 93/54/CEE
del Consejo, de 24 de junio de 1993. La Deci-
sión 93/22/CEE de la Comisión, de 11 de diciembre
de 1993, que define los modelos de documentos de
transporte que establece el artículo 14 de la Directi-
va 91/67/CEE, fue incorporada en el anexo F del Real
Decreto 1882/1994, de 16 de septiembre.

La Decisión 2003/390/CE de la Comisión, de 23
de mayo de 2003, por la que se establecen condiciones
específicas para la puesta en el mercado de especies
de animales de acuicultura consideradas inmunes a cier-
tas enfermedades, así como sus productos, deroga la
Decisión 93/22/CEE. Ello hace preciso modificar, en tal
sentido, el anexo F y dar nueva redacción al artícu-
lo 15 del Real Decreto 1882/1994, de 16 de septiem-
bre, en aras de la necesaria seguridad jurídica, y sin
perjuicio de la plena aplicación y efecto directo de la
mencionada decisión.

En la elaboración de este real decreto han sido con-
sultadas las comunidades autónomas y los sectores afec-
tados.

Por lo tanto, es necesario dictar este real decreto
de acuerdo con el artículo 149.1.16.a de la Constitución,
que atribuye al Estado la competencia exclusiva en mate-
ria de bases y coordinación general de la sanidad y
teniendo en cuenta la habilitación contenida en los apar-
tados 1 y 2 del artículo 40 de la Ley 14/1986, de 25 de
abril, General de Sanidad.

En su virtud, a propuesta de las Ministras de Agri-
cultura, Pesca y Alimentación y de Sanidad y Consumo,
de acuerdo con el Consejo de Estado y previa delibe-
ración del Consejo de Ministros en su reunión del
día 2 de julio de 2004,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Real Decre-
to 1882/1994 de 16 de septiembre, por el que se
establecen las condiciones de sanidad animal apli-
cables a la puesta en el mercado de animales y pro-
ductos de la acuicultura.

El Real Decreto 1882/1994 de 16 de septiembre,
por el que se establecen las condiciones de sanidad
animal aplicables a la puesta en el mercado de animales
y productos de la acuicultura, se modifica en los siguien-
tes términos:

Uno. Los apartados 1, 2 y 3 del artículo 15 quedan
redactados de la siguiente forma:

«1. Sin perjuicio de los requisitos relativos a
las enfermedades contempladas en la lista III de
la columna 1 del anexo A, fijados con arreglo al
procedimiento establecido en los artículos 13 y 14,
para la puesta en el mercado de peces de cría
vivos no pertenecientes a las especies sensibles
que figuran en la lista II de la columna 2 del anexo
A, estarán sometidos a los requisitos adicionales
siguientes:

a) Si están destinados a ser introducidos en
una zona autorizada, deberán ir acompañados, con
arreglo a lo dispuesto en el artículo 12, de un docu-
mento de transporte que se ajuste al modelo esta-
blecido en el capítulo 1 del anexo F, atendiendo
a las notas explicativas del capítulo 2 del citado
anexo, en el que se certifique que proceden de
una zona con el mismo estatuto sanitario, de una
explotación autorizada situada en una zona no auto-
rizada, o de cualquier explotación situada en una
zona no autorizada, siempre que no contenga peces
pertenecientes a las especies sensibles contempla-
das en la lista II de la columna 2 del anexo A y
no esté unida a un curso de agua, ni a aguas lito-
rales o de estuario.

No obstante, se podrá solicitar, con arreglo al
procedimiento comunitario establecido, una excep-
ción del párrafo precedente, en particular con vistas
a prohibir la introducción en una zona autorizada
de los peces a que se refiere este apartado, ori-
ginarios de una explotación autorizada situada en
una zona no autorizada, o de cualquier explotación
situada en una zona no autorizada, siempre que
no contenga peces pertenecientes a las especies
sensibles contempladas en la lista II de la colum-
na 2 del anexo A y que no esté unida a cursos
de agua ni a aguas litorales o de estuario.

b) Si están destinados a ser introducidos en
una explotación que, aunque se halle situada en
una zona no autorizada, cumpla las condiciones
mencionadas en el anexo C, deberán ir acompa-
ñados, con arreglo a lo dispuesto en el artícu-
lo 12, de un documento de transporte que se ajuste
al modelo establecido en el capítulo 1 del ane-


